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      Qué hacemos


      ¿Qué hacemos cuando todo parece en peligro: los derechos sociales, el Estado del bienestar, la democracia, el futuro? ¿Qué hacemos cuando se liquidan en meses conquistas de décadas, que podríamos tardar de nuevo décadas en reconquistar? ¿Qué hacemos cuando el miedo, la resignación, la rabia, nos paralizan?


      ¿Qué hacemos para resistir, para recuperar lo perdido, para defender lo amenazado y seguir aspirando a un futuro mejor? ¿Qué hacemos para construir la sociedad que queremos, que depende de nosotros: no de mí, de nosotros, pues el futuro será colectivo o no será?


      Qué hacemos quiere contribuir a la construcción de ese «nosotros», de la resistencia colectiva y del futuro compartido. Queremos hacerlo desde un profundo análisis, con denuncias pero sobre todo con propuestas, con alternativas, con nuevas ideas. Con respuestas a los temas más urgentes, pero también otros que son relegados por esas urgencias y a los que no queremos renunciar.


      Qué hacemos quiere abrir la reflexión colectiva, crear nuevas redes, espacios de encuentro. Por eso son libros de autoría colectiva, fruto del pensamiento en común, de la suma de experiencias e ideas, del debate previo: desde los colectivos sociales, desde los frentes de protesta, desde los sectores afectados, desde la universidad, desde el encuentro intergeneracional, desde quienes ya trabajan en el terreno, pero también desde fuera, con visiones y experiencias externas.


      Qué hacemos quiere responder a los retos actuales pero también recuperar la iniciativa; intervenir en la polémica al tiempo que proponemos nuevos debates; resistir las agresiones actuales y anticipar las próximas; desmontar el discurso dominante y generar un relato propio; elaborar una agenda social que se oponga al programa de derribo iniciado.


      Qué hacemos esta impulsada por un colectivo editorial y de reflexión formado por Olga Abasolo, Ramón Akal, Ignacio Escolar, Ariel Jerez, José Manuel López, Agustín Moreno, Olga Rodríguez, Isaac Rosa y Emilio Silva.

    

  


  
    
      I. La memoria histórica en tiempos de crisis (y de gobiernos de la derecha)


      La crisis económica se ha convertido en una perfecta excusa para llevar a cabo políticas restrictivas de derechos fundamentales. En España, la mayoría absoluta con que cuenta el gobierno del Partido Popular le permite desarrollar toda una agenda de normas y medidas dirigidas a poner en marcha su credo ideológico. Un credo que puede caracterizarse por preconizar: autocracia frente a democracia; españolización y centralismo frente a autonomía y descentralización; segregación frente a igualdad de oportunidades; sacralización de lo privado frente a lo público; y defensa de los privilegios de la Iglesia católica frente al pluralismo religioso o al laicismo.


      En apenas un año de gobierno, derechos como la sanidad y la educación han sido objeto de serios ataques dirigidos a desmantelar los principios y las estructuras públicas que los sustentan. Pero no sólo los derechos sociales se ven afectados. La concepción que el PP tiene de la democracia le lleva a debilitar la negociación colectiva, endurecer el Código Penal, criminalizar las protestas ciudadanas o restringir el derecho al aborto, por citar algunos ejemplos. Y políticas como las relativas a la igualdad de género retroceden al nivel en que se encontraban hace décadas.


      Con la excusa de la crisis, la recuperación de la memoria histórica se convierte en una candidata perfecta para salir de la agenda pública. No hay más que echar un vistazo a los presupuestos generales del Estado para el año 2013, de cuyas partidas ha desaparecido la que venía destinándose a exhumaciones de cadáveres y proyectos sobre la memoria, para comprobar cómo el PP busca cortar de raíz la actividad y proyección de ese movimiento asociativo nacido a partir del año 2000 y que en poco tiempo consiguió ubicar en el centro del debate político sus reivindicaciones de justicia, verdad y reparación para las víctimas del franquismo.


      Con su actuación, la derecha española pretende borrar del espacio público y ciudadano ese pasado dictatorial que tanto le molesta y al que todavía no ha renunciado de forma explícita; un pasado que se resiste a desaparecer, entre otras cosas, porque condiciona el presente en que vivimos. Las herencias del franquismo y la forma como se desarrolló la transición dieron lugar a una democracia de baja intensidad, cuyas insuficiencias se aprecian hoy más que nunca desde 1978. No en vano la recuperación de la memoria abarca no sólo una dimensión individual, relativa a la reparación a las víctimas de la dictadura, sino también una vertiente colectiva, que reivindica la experiencia republicana frustrada y silenciada por la dictadura franquista y posterior transición a la democracia.


      Reparar la dignidad y derechos de las víctimas, terminar con la impunidad de los crímenes de la dictadura y recuperar una memoria histórica que ponga en valor lo que supuso para España la Segunda República y la Constitución de 1931 son los principales objetivos del movimiento memorialista. En otros términos, recuperar memoria para construir democracia.

    

  


  
    
      II. La Transición y sus herencias: amnesia e impunidad contra memoria y derechos


      El proceso de democratización iniciado en España tras la muerte del dictador Francisco Franco el 20 de noviembre de 1975 estuvo presidido por el llamado «consenso de la transición», según el cual sectores provenientes del franquismo y una buena parte de la oposición antifranquista sellaron un pacto de olvido sobre el pasado dictatorial. Además de un manto de amnesia sobre la sociedad española y una democracia de baja intensidad, este consenso permitió la impunidad de los crímenes franquistas y de sus autores, al tiempo que dejó a sus víctimas sumidas en el más profundo desamparo. Sus reivindicaciones de dignidad y justicia quedaron al margen del debate público y de la agenda política de los primeros años de la democracia.


      Amnistía, amnesia y equidistancia: los pilares de la Transición


      El proceso de transición a la democracia se fundamentó en un pacto de silencio y olvido con respecto al pasado. Un pacto que bien puede ser definido a partir de tres elementos: amnesia, amnistía y equidistancia. Todo lo relativo al golpe de Estado franquista, a la represión política y a la reparación de las víctimas pasó a un segundo plano para favorecer así una hipotética reconciliación nacional que daría lugar a una democracia comparable a las de nuestro entorno. Ello generó un manto de amnesia que, extendido por todos los ámbitos de la sociedad española, impidió una cabal comprensión de lo acaecido en el pasado y ocultó las graves violaciones de los derechos humanos cometidas por la dictadura.


      En el plano jurídico, esta amnesia se tradujo en la amnistía de quienes perpetraron graves violaciones de derechos humanos. El olvido del pasado en que debía fundamentarse la reciente democracia requería garantizar la impunidad de los victimarios, la certeza de que estos nunca tendrían que responder penalmente por sus crímenes. En este sentido, se utilizó una reivindicación de la oposición antifranquista como era la salida de las cárceles franquistas de los presos políticos, para amnistiar en la misma ley a víctimas y a verdugos, a torturadores y torturados. En su articulado se amnistían los actos de intencionalidad política tipificados como delitos y faltas por la legislación franquista (reunión, manifestación, asociación política y sindical, etc.) y, al mismo tiempo, los delitos cometidos por funcionarios y agentes del orden público con motivo de la investigación de los actos anteriormente señalados o, en general, contra el ejercicio de los derechos de las personas.


      Así, la Ley 46/1977, de 15 de octubre de amnistía se convierte en algo difícil de entender desde un punto de vista democrático: una ley nacida de un parlamento formalmente democrático (aunque a él no habían podido aspirar los partidos republicanos, legalizados después de celebradas las elecciones de junio de 1977) amnistía a personas por haber llevado a cabo acciones en el ejercicio de sus derechos fundamentales y, a su vez, a quienes les maltrataron, torturaron y asesinaron por ello, como por ejemplo los policías de la Brigada Político Social y las autoridades que ampararon sus actuaciones. Se trata de una norma sin precedentes en ningún país donde se haya transitado de una dictadura a una democracia.


      Esta peculiar configuración de la Ley de amnistía no hace sino poner negro sobre blanco la tercera de las bases que fundamentan el pacto de olvido: la equidistancia. Este pacto de echar al olvido el pasado requería, finalmente, que cada parte renunciara a utilizar su pasado como instrumento de lucha política. Mientras que los franquistas debían renunciar a la dictadura, los demócratas tenían que hacer lo mismo con la experiencia republicana, equiparando así lo que era un legítimo régimen democrático con una dictadura fascista. En consecuencia, la Constitución de 1978 evitará cualquier referencia al pasado republicano, respondiendo así a la línea de continuidad marcada por la Ley 1/1977, de 4 de enero para la reforma política, auténtica «ley puente» entre la dictadura y el nuevo régimen constitucional.


      El tantas veces aclamado «espíritu de la Transición» consistió, entonces, en echar al olvido todas estas cuestiones del pasado a los efectos de consolidar un futuro democrático. Ello impidió que la ciudadanía pudiera discutir asuntos centrales como el tipo de régimen, republicano o monárquico, la cuestión territorial, la vuelta al Estado laico de 1931 o el rol de los derechos sociales en el nuevo texto constitucional. Su mayor desarrollo en términos democráticos y sociales quedó lastrado por ese consenso que fijó las bases del nuevo régimen, controlado desde un principio por las elites provenientes del franquismo bajo la atenta mirada de Washington y las principales cancillerías occidentales.


      Hechizados por las hipotéticas virtudes de una democracia formal que supuestamente les permitiría ganar poder, los principales partidos de la izquierda –PSOE y PCE– suscribieron por completo las cláusulas del pacto de la transición. Entre ellas, por supuesto, el abandono de la prédica antifascista. Con ello, contribuyeron a la hegemonía de un discurso político cada vez más conservador y alejado de sus propias bases. Quizá sea hoy, tras el cambio generacional, cuando se adviertan y se denuncien con mayor claridad las negativas consecuencias de aquella decisión.


      Finalmente, cabe advertir que si la dictadura no desembocó en un sistema más conservador o autocrático ello se debió en gran medida no a las virtudes de ese pacto de la transición, sino a la lucha en la calle de tantas personas, grupos y colectivos situados en los márgenes del consenso oficial. En conocida expresión de Vicenç Navarro, «Franco se murió en la cama, pero la democracia se ganó en la calle». Sin embargo, el discurso oficial sobre la Transición ignora el sufrimiento de todas las personas que sacrificaron su vida y sus derechos con la llegada de la democracia a España. Son las víctimas de la Transición, cuya memoria y derechos siguen sin ser reparados por la democracia.


      Las primeras demandas de memoria, dignidad y justicia


      La muerte del dictador abrió numerosas incógnitas acerca del futuro, entre las que se mezclaban la incertidumbre, el miedo y la esperanza. Para muchos familiares de desaparecidos por la represión franquista supuso el momento de plantearse la posibilidad de buscarlos. Fue el caso de Esperanza García, huérfana de un asesinado que en 1977 regresó de Bélgica para buscar los restos de su padre, en la localidad palentina de Villamuriel. Tras visitar al falangista que lo asesinó, localizó el lugar exacto en el que fueron encontrados ocho cuerpos. A raíz de la apertura de esa fosa, Esperanza recibió información y peticiones de ayuda y siguió abriendo fosas en diferentes pueblos de la zona en las que encontró 150 cuerpos.


      Así, a finales de los años setenta –especialmente tras las elecciones municipales de abril de 1979 en las que ganaron poder político partidos que eran ilegales en la dictadura– se inicia la búsqueda de cientos de desaparecidos. Se llevan a cabo exhumaciones en Navarra, La Rioja, Asturias, Extremadura o Galicia. De este primer ciclo exhumatorio apenas se hizo eco la prensa del momento. No obstante, algunas de estas exhumaciones quedaron reflejadas en una serie de artículos publicados por la revista Interviú, en los que participó activamente el periodista José Luis Morales, quien llegó a recibir amenazas de mandos del ejército si continuaba destapando crímenes de la represión franquista ocurridos, en muchos casos, en zonas donde no existió un enfrentamiento bélico, sino una acción represiva de los militares fascistas.


      Sin embargo, a pesar del intento de clausurar el pasado, este no dejó de operar. En el otoño de 1978 se presentó en Madrid el Tribunal Cívico Internacional contra los Crímenes del Franquismo. Promovido por el PCE, en él participaron responsables de organizaciones de derechos humanos, abogados y numerosos representantes del mundo de la cultura. El 28 de noviembre se reunió en Madrid la junta promotora del Tribunal, formada por diecinueve personas y que fue detenida en el Hotel Convención junto a cinco periodistas que cubrían el acto. El Tribunal trataba de emular al conocido como «Tribunal Russell» o al Tribunal Humberto Delgado de Portugal, con el fin de que las víctimas de la dictadura franquista fueran reparadas. Además de su función de denuncia, sus integrantes participaron en algunas exhumaciones en Navarra, implicando a figuras internacionales como el historiador Pierre Vilar o el jurista norteamericano Ramsey Clark, conocido por sus acciones internacionales contra la guerra.


      La fragilidad de muchos de esos movimientos tuvo que ver con la falta de apoyo político e institucional. El golpe de Estado del 23 de febrero de 1981 despertó el miedo acumulado en la sociedad durante cuarenta años de dictadura. Aunque después de esa fecha se llevaron a cabo actuaciones de forma esporádica, en ese momento las reclamaciones de justicia quedaron paralizadas.


      La respuesta de la incipiente democracia


      Con el devenir de la Transición se fueron aprobando una serie de medidas dirigidas a ciertos colectivos de víctimas de la represión franquista. Indultos y amnistías; pensiones e indemnizaciones a miembros del ejército republicano o a funcionarios expulsados del servicio activo; o devolución del patrimonio incautado a partidos políticos y sindicatos. El propósito de las medidas legislativas y administrativas adoptadas durante esos primeros años era reparar algunos daños, perjuicios y desventajas sufridas por esas víctimas, es decir, corregir mínimamente la situación de desigualdad y discriminación en que se hallaban (máxime si se comparaba con las víctimas del «terror rojo», largamente reparadas durante los cuarenta años de dictadura). Ejemplos iniciales son los decretos de 1978 que conceden pensiones a los familiares de los españoles fallecidos como consecuencia de la Guerra Civil y reconocen beneficios económicos a quienes sufrieron lesiones y/o mutilaciones por la misma razón.


      Pero en estas medidas no contemplaban ningún tipo de cuestionamiento del franquismo, ni tampoco de reivindicación de los ideales y valores democráticos defendidos por quienes sufrieron la represión. Muchas de las normas que aprobaban estas medidas declaraban expresamente estar basadas en el espíritu de perdón, concordia y reconciliación iniciado ya en los años cuarenta. Heredan el discurso y son una buena muestra del principio de equidistancia propio de la Transición.


      Además, estas medidas destacan por su carácter fragmentario, para nada integral. Por ejemplo, mediante la Ley 5/1979 se reconocieron pensiones, asistencia médico-farmacéutica y asistencia social en favor de las viudas y demás familiares de los fallecidos por motivo de la Guerra Civil. Pero sin reconocer derecho a pensión ni a las víctimas de desapariciones forzadas ni a quienes habían muerto en cárceles como consecuencia de la posterior represión (tampoco la Ley de memoria histórica de 2007 subsana totalmente esta injusta limitación, dado que no aplica efectos retroactivos a las pensiones reconocidas en estos casos al surtir efectos económicos únicamente a partir del 1 de enero de 2008).


      Otro ejemplo del tenor de estas medidas lo constituye la Ley de Presupuestos Generales del Estado de 1990, por la que se aprobaron indemnizaciones a quienes sufrieron prisión durante tres o más años como consecuencia de la represión política y, además, tuvieran cumplida la edad de 65 años el 31 de diciembre de ese año. En caso de haber fallecido, la indemnización correspondería al cónyuge supérstite. Esta limitación supone una clara discriminación con respecto a quienes no hubieran cumplido dicha edad. Y así fue recurrido ante el Tribunal Constitucional. No obstante, el Tribunal rechazó el recurso en la Sentencia 361/1993, basándose en el principio de la limitación del gasto público y configurando así un amplio margen de discrecionalidad de los poderes públicos a la hora de conceder estas prestaciones. Por otra parte, el hecho de que esta ley requiriese un mínimo de tres años de prisión motivó a las comunidades autónomas a legislar en favor de las víctimas excluidas por esta nueva limitación (hoy sólo carecen de regulación en este sentido las comunidades de Extremadura y Galicia).


      En definitiva, las medidas de todos estos años fueron básicamente indemnizaciones económicas de carácter parcial, que no respondían a los propósitos de verdad, justicia y reparación integral que demanda la llamada «justicia transicional». Ni por su espíritu ni por su contenido se acercan al mínimo exigido por el derecho internacional a los Estados con relación a la protección de las víctimas de graves violaciones de los derechos humanos.
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